
 
 
 
1º.- Con fecha 27 de enero de 2026 tuvo entrada en RENFE-Operadora, E.P.E., al amparo de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno (en adelante, Ley de Transparencia), una solicitud de , que 
quedó registrada con el número 001-113555. A partir de dicha fecha comenzó a contar el plazo 
de un mes previsto en el artículo 20.1 de la citada ley para su resolución. 
 
2º.- El contenido de la solicitud es el siguiente: 
 

Asunto 
Renfe - Informes de gestión 
Información que solicita 
Informe de gestión de 2024 Distribución regionalizada de las inversiones por provincias 
entre los años 2015-2024 

 
3º.- Se acuerda la inadmisión de la solicitud al no tener por objeto el acceso a información 
pública, según la define el artículo 13 de la Ley de Transparencia, sino la elaboración de un 
informe específico, atendiendo al exigente desglose de la petición. 
 
Ante estos casos, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (CTBG), advierte que el derecho 
de acceso no ampara la obtención de respuestas o la elaboración de informes «ad hoc» fuera 
del ámbito de un procedimiento administrativo, ya que ello daría lugar a actos futuros. 
Igualmente, el CTBG y la Audiencia Nacional reconocen la posibilidad de inadmitir una solicitud 
con base en el artículo 13, cuando no recaiga sobre «información pública» (Resolución 
R/0276/2018 y Sentencia dictada en el Recurso de Apelación 63/2016). Adicionalmente, la 
búsqueda, recopilación, preparación de datos y confección del informe requeriría apartar a 
personal de las funciones que le son propias, carga que no se compadece con los fines de la Ley 
de Transparencia. 
 
Asimismo, en relación con las «inversiones de Renfe», se hace constar que la información que 
tiene la consideración de pública ya se encuentra publicada y accesible en las Cuentas Anuales 
del Grupo Renfe, satisfaciendo plenamente el interés público: 
https://www.renfe.com/es/es/grupo-renfe/gobierno-corporativo-y-
transparencia/informacion-economica-y-de-actividad/cuentas-anuales-grupo-renfe. No 
procede facilitar información adicional a la ya referida. 
 
Por lo tanto, es aplicable el artículo 18.1 c), que prevé inadmitir las solicitudes relativas a 
información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración. Todo ello 
de conformidad con el Criterio Interpretativo CI/007/2015 del CTBG, que tiene sentado que: 
«(…) el concepto de reelaboración como causa de inadmisión (…) puede entenderse aplicable 
cuando la información que se solicita, perteneciendo al ámbito funcional de actuación del 
organismo o entidad que recibe la solicitud, deba: a) Elaborarse expresamente para dar una 
respuesta, haciendo uso de diversas fuentes de información. (…)». Existe reelaboración cuando 
se pide: (i) una desagregación histórica no existente en los repositorios (p. ej., inversiones 
2015-2024 «por provincia») que impone cruzar contabilidad analítica, inventarios de 



 
 
 
inmovilizado, contratos y expedientes de obra y talleres; (ii) la atribución territorial de importes 
contables globales no registrados con esa granularidad; o (iii) la construcción de series nuevas 
combinando fuentes heterogéneas para producir un «informe ad hoc». Este patrón excede el 
derecho de acceso, que se ciñe a información ya obrante en poder del sujeto obligado, y no a la 
creación de nueva información. 
 
También concurre la causa de inadmisión del artículo 18.1 e) de la Ley de Transparencia, que se 
aplica a las solicitudes incongruentes con las finalidades que promueve dicha ley. Atendiendo a 
esta causa de inadmisión y al Criterio Interpretativo del CTBG n.º CI/003/2016, es claro que la 
degradación del procedimiento de acceso, apartándose de su naturaleza primigenia, 
permitiendo su utilización instrumental con extensión artificial del ámbito propio, no es en 
modo alguno deseable. Vienen al caso la Sentencia de la Audiencia Nacional de 26 de marzo de 
2021 (Recurso 1/2021), que sentó que: «el objetivo de la Ley no es el crear una base de datos 
jurídica para su uso por profesionales, a costa de la utilización de importantes recursos humanos 
y materiales de la Administración Pública y en detrimento del normal desenvolvimiento de las 
funciones propias del órgano de que se trate», así como las Resoluciones del Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno (CTBG) 251/2021 y 250/2021, ambas de 28 de julio, en las que 
se señaló: «En el caso analizado, entendemos que se debe aplicar el concepto de abuso de 
derecho en la solicitud de acceso presentada por el interesado, dado que, aun buscando con la 
misma una apariencia de buen derecho por fundamentarla en la LTAIBG, realmente pretende 
conseguir una cantidad desmesurada de información en una suerte de intento de replicar, de 
algún modo, una base de datos elaborada por terceros. Podemos concluir que esta actuación es 
contraria a la equidad y la buena fe.» 
 
Los datos detallados solicitados en cuanto a inversiones constituyen información comercial, 
sensible y privada, que no se hace pública por ningún transportista. La decisión de no publicar 
determinada información con valor empresarial o estratégico puede ser coherente con las 
exigencias previstas en la Ley 1/2019, de 20 de febrero, de Secretos Empresariales. 
 
Por lo tanto, resultaría de aplicación complementaria el límite del artículo 14.1.h) de la Ley de 
Transparencia, en consonancia con el Criterio Interpretativo 1/2019, de 24 de septiembre, del 
CTBG.  
 
4º.- Las circunstancias expuestas obligan a inadmitir la solicitud planteada con base en el artículo 
13, 18.1 c) y 18.1. e), de la Ley de Transparencia siendo de aplicación subsidiaria también el 
límite del artículo 14.1.h) de la referida norma. 
 
5º.- Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá interponerse 
recurso contencioso-administrativo ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-
Administrativo en el plazo de dos meses o, previa y potestativamente, reclamación ante el 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en el plazo de un mes; en ambos casos, el plazo se 
contará desde el día siguiente al de notificación de la presente Resolución. Ello sin perjuicio de 
cualquier otro recurso o reclamación que se estime procedente.  

 



 
 
 

 
Madrid, en fecha de la firma electrónica. 

El Director General Adjunto a la Presidencia, Estrategia y Relaciones Institucionales de 
RENFE-Operadora E.P.E. 

 
 
 
 

Sergio Bueno Illescas 
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